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L
a Cámara 2ª en lo Civil, Comer-
cial, Familia y Contencioso-ad-
ministrativo de Río Cuarto hizo 

lugar parcialmente a los recursos de 
apelación, revocó la regulación de 
honorarios practicada en primera 
instancia y ordenó recalcular la ba-
se regulatoria tomando exclusiva-
mente el valor correspondiente a 
la fracción rural de 114,50 hectáre-
as que constituyó el objeto del liti-
gio, fijando finalmente los honora-
rios del letrado interviniente con-
forme a ese nuevo criterio. 

La decisión fue adoptada por los 
vocales José María Herrán, Carlos 
A. Lescano Zurro y Fernanda Ben-
tancourt, quienes concluyeron 
que la regulación efectuada por el 
juez de grado no guardaba adecua-
da correspondencia con el verda-
dero objeto económico debatido 
en el incidente de retractación par-
cial de convenio.  

El tribunal comenzó analizando 
conjuntamente los agravios formu-
lados por el demandado G. y por el 
abogado A. B. respecto de la deter-
minación de la base regulatoria. 
Mientras el profesional sostenía 
que la pretensión comprendía la to-
talidad de la distribución patrimo-
nial acordada entre los ex cónyuges 
y que, por ello, debía tomarse el 
100% del valor de los bienes involu-
crados, el demandado afirmaba 
que el juez había partido errónea-
mente del valor total de aproxima-
damente 400 hectáreas cuando el 
conflicto estaba limitado a una su-
perficie muy inferior. 

Los camaristas entendieron que 
asistía parcialmente razón al recu-

rrente G. y que el planteo del letra-
do no podía prosperar, ya que del 
expediente principal surgía con cla-
ridad que la demanda perseguía 
únicamente la retractación parcial 
del convenio regulador respecto de 
la adjudicación de una fracción ru-
ral de 114,50 hectáreas, sin cuestio-
nar el resto de la distribución patri-
monial convenida entre las partes.  

 
Sentencia 
En ese sentido, remarcaron que la 
propia sentencia dictada en el inci-
dente principal había delimitado 
el objeto del proceso exclusiva-
mente a esa adjudicación específi-
ca. Por ello, el interés económico 
comprometido en el litigio estaba 
circunscripto a esa superficie y no 
a la totalidad de los inmuebles ru-

rales, circunstancia que debía re-
flejarse necesariamente en la base 
regulatoria utilizada para calcular 
los honorarios. 

Los jueces observaron que el ma-
gistrado de primera instancia ha-
bía advertido correctamente que el 
incidente no comprendía la totali-
dad del inmueble rural, pero incu-
rrió en un error metodológico al 
construir la base económica sobre 
el valor íntegro de los dos inmue-
bles tasados, equivalente a aproxi-
madamente cuatrocientas hectá-
reas, para luego reducir el resulta-
do final en un cincuenta por ciento. 
La cámara sostuvo que la reduc-
ción debía efectuarse sobre la base 
económica y no sobre el resultado 
de la regulación, porque la base re-
gulatoria debía guardar estricta co-

rrespondencia con el objeto efecti-
vamente debatido.  

Con ese criterio, el tribunal dejó 
sin efecto la base regulatoria fija-
da en la resolución apelada y de-
terminó que debía calcularse ex-
clusivamente sobre el valor atri-
buible a las 114,50 hectáreas obje-
to del incidente. Para ello tomó 
como referencia la tasación peri-
cial incorporada a la causa, calcu-
ló el valor promedio por hectárea 
y estableció una nueva base eco-
nómica de $989.465.062,50. 

 
Agravio 
Definida esa cuestión, la cámara 
examinó el agravio del abogado A. 
B. referido al porcentaje aplicable 
para regular los honorarios. Sobre 
este aspecto consideró que el inci-

dente poseía contenido económi-
co propio, ya que perseguía una 
consecuencia patrimonial directa 
respecto de un inmueble determi-
nado, por lo que correspondía apli-
car el artículo 83 inciso 1 de la ley 
9459 y no la segunda parte de esa 
disposición, utilizada por el juez de 
primera instancia. En consecuen-
cia, recalculó la regulación sobre la 
nueva base económica fijada, apli-
cando el porcentaje previsto por la 
legislación arancelaria y estable-
ciendo los honorarios profesiona-
les en $59.367.903,75, con los inte-
reses correspondientes.  

Finalmente, el tribunal rechazó el 
agravio mediante el cual el profe-
sional sostenía que no se habían re-
gulado honorarios por la reconven-
ción deducida en el proceso princi-
pal. Explicó que la acción y la re-
convención integraban una única 
controversia, pues ambas versaban 
sobre la validez del convenio regu-
lador y constituían pretensiones re-
cíprocas y antagónicas. Además, 
destacó que el juez de primera ins-
tancia había valorado expresamen-
te toda la actividad profesional des-
arrollada por el letrado, incluyendo 
la contestación de la demanda, la 
reconvención y la producción de 
prueba, por lo que no existía la omi-
sión denunciada. 

En virtud de esas consideracio-
nes, la cámara admitió parcialmen-
te ambos recursos de apelación, re-
vocó la regulación practicada en 
primera instancia y fijó una nueva 
regulación basada exclusivamente 
en el valor de la fracción de 114,50 
hectáreas, al considerar que ese fue 
el único objeto económico real-
mente discutido en el incidente de 
retractación parcial del convenio. 

Se concluyó que el objeto  
del incidente de retractación 
estuvo limitado a una 
fracción específica del  
inmueble rural
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El Juzgado Civil y Comercial de 1ª 
Instancia y 26ª Nominación de 
Córdoba rechazó autorizar el li-
bramiento de fondos a favor de la 
cesionaria y dispuso que el dine-
ro permanezca reservado en el 
proceso concursal hasta que se 
resuelva la situación del crédito 
y avancen las etapas del concur-
so preventivo.  

El juez Eduardo Néstor Chia-
vassa consideró que la cuestión 
presentaba una complejidad que 
impedía adoptar una decisión in-
mediata sobre la liberación de los 
fondos provenientes de una in-
demnización percibida por La 
Aurelia SRL, cuyo crédito había si-
do cedido mediante un acuerdo 
extrajudicial a Zanoy Agro & Ser-
vicios SA meses antes de la pre-
sentación en concurso preventivo 
de la cedente. Si bien reconoció 
que la cesión de créditos posee, 
en principio, un efecto traslativo 
desde su celebración, entendió 
que las circunstancias posteriores 
y el estado del proceso concursal 
impedían considerar definitiva-

mente consolidado el derecho in-
vocado por la cesionaria.  

La resolución recordó que la sin-
dicatura había dictaminado en 
contra del libramiento de los fon-
dos porque, aunque la cesión era 
anterior a la apertura del concurso, 
el pago no había sido efectivamen-
te percibido antes del inicio del 
proceso universal. Además, desta-
có que la cesionaria se presentó a 
verificar su crédito dentro del con-
curso, sin excluir de su pretensión 
el importe correspondiente a la ce-
sión, circunstancia que reforzaba 
la necesidad de analizar integral-
mente la operación dentro del trá-
mite concursal.  

Por su parte, Zanoy Agro & Ser-
vicios SA sostuvo que el contrato 
se ajustaba a los arts. 1614, 1620 y 
concordantes del CCC, argumen-
tando que la cesión transfirió la 
titularidad del crédito desde su 
celebración y que la integración 
de la masa concursal debía deter-
minarse según la titularidad exis-
tente al momento de la apertura 
del concurso y no por la fecha en 

que se produjera el cobro efecti-
vo. También afirmó que el princi-
pio de igualdad entre acreedores 
no podía extenderse a bienes que 
ya no integraban el patrimonio de 
la concursada.  

 
Contundencia 
Sin embargo, el magistrado señaló 
que entre la celebración de la ce-
sión y la apertura del concurso 
ocurrieron diversos hechos que 
ponían en duda la contundencia 
de esa caracterización contractual. 
En particular, resaltó que la opera-
ción omitió considerar a un acree-
dor con garantía real que podía os-
tentar un mejor derecho sobre la 
indemnización y que, luego de ho-
mologarse la cesión, se verificó la 
existencia de una medida cautelar 
anterior promovida por un acree-
dor fiscal. Recordó que el conve-
nio de cesión fue celebrado el 12 
de septiembre de 2024, mientras 
que la inhibición general de bienes 
provenía del 8 de abril de 2024 y 
que posteriormente las comunica-
ciones cursadas a los tribunales fe-

derales derivaron en embargos 
preventivos por montos significa-
tivos. Ese contexto impedía anali-
zar aisladamente la cesión y exigía 
ponderar la incidencia de los res-
tantes acreedores.  

Otro aspecto decisivo fue que la 
propia cesionaria participó en la 
etapa verificatoria del concurso, 
donde el crédito insinuado quedó 
sometido a revisión. El juez desta-
có que se encontraba en trámite 
un recurso de revisión respecto de 
la decisión adoptada conforme al 
art. 36 LCQ y que, por esa razón, 
no existía cosa juzgada material 
sobre el crédito invocado por la ce-
sionaria, pudiendo incluso revi-
sarse la incidencia de la cesión 
dentro de ese procedimiento.  

 
Reglas 
Asimismo, advirtió que acceder al 
pago solicitado podría alterar las 
reglas de igualdad entre acreedo-
res propias del proceso concursal, 
ya que la concursada habría gene-
rado mediante un contrato una 
preferencia de cobro en favor de 

un acreedor de causa anterior, 
desplazando a otros acreedores 
que se encontraban en igual o in-
cluso mejor situación jurídica. En 
ese marco recordó también la 
existencia de acreencias laborales 
con privilegios especial y general 
ya reconocidas en el concurso, 
además de las pretensiones del 
acreedor fiscal y de un acreedor 
prendario que promovió una ter-
cería de mejor derecho sobre la in-
demnización.  

Con esos fundamentos, el juez 
concluyó que no correspondía au-
torizar el libramiento de orden de 
pago a favor de Zanoy Agro & Ser-
vicios SA, ordenando que los fon-
dos fueran remitidos y reservados 
en el proceso principal hasta que 
se resolviera la tercería del acree-
dor prendario, quedara definida la 
situación del crédito de la cesio-
naria y culminaran las etapas per-
tinentes del concurso preventivo 
de La Aurelia SRL. La decisión 
procuró preservar la integridad 
del proceso universal y evitar que 
una operación cuya eficacia conti-
nuaba siendo objeto de discusión 
alterara el régimen de concurren-
cia entre los acreedores. 
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RURAL. La resolución descartó utilizar como referencia el valor de la totalidad de los inmuebles rurales cuando el litigio sólo 

comprendía una porción específica de la propiedad.
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